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estrictamente a la guía norteamericana NFPA 921, establecida para la investigación de incendios, pese a 

señalarse en los informes. Sobre este aspecto, el Tribunal consideró que aquella guía no consiste sino 

en una referencia a seguir en las investigaciones de incendios, adecuándose los informes locales a las 

posibilidades reales de seguir rigurosamente cada uno de los pasos, sin que por ello se invaliden las 

conclusiones que arriben los informes del cuerpo de bomberos nacionales, precisamente en este sentido se 

pronunció el perito señor Vaca que señaló que la adecuación a la guía norteamericana en los informes de 

bomberos no constituía sino una pauta a seguir. Además, criticó no haber efectuado los investigadores 

una expoliación, refiriendo con ello a la alteración del sitio del suceso, es decir, una especie de 

despeje de la zona para dilucidar las causas del incendio. Bastando para rechazar esta crítica la 

circunstancia de los riesgos que implicaba trabajar al interior, puesto que como lo ilustraron los 

testigos -funcionarios de la universidad - que llegaron al lugar, la casona colapsó, comenzó a caer la 

techumbre y terminó por desplomarse completamente, de tal manera que no se ve cómo se habría procedido 

en una situación como la que aconteció.  

  Además, el perito Huerta destinó algunos apartados para reprochar la falta de levantamiento de 

evidencias, y de la forma como debería haberse procedido, lo que no parece aplicable en este caso habida 

consideración que en los informes se indica que bomberos no levantó evidencia alguna.  

  Asimismo, pese a que el perito Huerta sostuvo insistentemente que los informes no contenían ni 

causa ni origen, no obstante, fue contrastado con el primer informe o informe simple, y efectivamente se 

señala en los acápites 18 y 19 el origen y su causa, de tal manera que no resultó efectiva su 

aseveración. Distinto es el caso que al parecer lo que pretendió sostener fue que estos datos no 

satisfacen las exigencias de precisión requerida por la mentada guía, lo que evidentemente es diverso a 

lo que sostenía tajantemente en un comienzo. Que, bien puede encontrar explicación en la circunstancia 

de haber elaborado el primer informe con extrema premura, puesto que la fiscalía solicitó el informe 

inmediatamente, puesto que lo requería para el control de detención al día siguiente, por lo que el 

perito sr. Vaca señaló que el primer informe fue elaborado inmediatamente en el sitio del suceso.  

  De esta manera y por las razones anotadas, los cuestionamientos planteados por el perito Huerta 

en su metaperitaje, sobre los informes de bomberos, particularmente respecto del primero, fueron 

desestimados por las razones explicitadas en los párrafos anteriores.  

  Finalmente, la defensa incorporó mediante su lectura los siguientes documentos:  

1.- Informe de Bomberos del 16 de enero del 2020, DIIIS N° 3367/19 firmado por Claudio Vaca. Informe 

incendio Avenida Vicuña Mackenna 44 Procidencia RUC 190150749-9 (Fiscal Fdo Anaís). Informe simple, 

incendio 26 de noviembre de 2019 19:334 horas. Sitio del suceso: dependencia Universidad Pedro de 

Valdivia, construcción mixta de 2 pisos, habilitada con múltiple dependencias para uso de sala de 

clases. 11 conclusiones: se trató de fuego en basuras acumuladas en la sala de clases de Universidad 

Pedro de Valdivia, específicamente en el segundo piso de la edificación, sector nororiente; se determina 

como origen del incendio las basuras existentes al interior de la sala de clases. Causa, combustión de 

las basuras al interior de la sala de clases de inicio del incendio, por conducción de calor desde un 

objeto portador de fuego, no identificado ni encontrado, dejado, lanzado o caído en el lugar. Firma 

Claudio Vaca y de Andrés Campos Graziani. 

  Respeto de este documento, en tanto se trata de un siniestro acontecido con posterioridad al que 

se trata este juicio, resulta irrelevante su contenido.  

2.- Mail: De: informe CMN info@monumentos.gob.cl Fecha: 28 de mayo de 2020, 4:49:40 CLT Para: Lorenzo 

Vargas agelus_caa@yahoo.com Asunto: Re consulta. 

Estimado Lorenzo, junto a un cordial saludo y en atención a su consulta, conviene tener presente que el 

Consejo de Monumentos Nacionales (CMN), en tanto organismo técnico de ésta, dispuesto en la Ley N° 

17.288 de monumentos nacionales ejerce la tuición y protección de los monumentos nacionales (MN), 

declarados por ley o decreto, 

De acuerdo lo establecido en dicha normativa, esto es: monumento histórico (MH) zona típica o pintoresca 

(ZT), monumento público (MP), monumento arqueológico (MA) y santuario. 

En función de lo precedente, informamos a usted que la casona Schneider ubicada en Avenida Vicuña 

Mackenna N° 44, comuna de Providencia, Región Metropolitana de Santiago MN en consecuencia, no se 

encuentra protegida por la Ley 17.288, sin perjuicio del carácter patrimonial que pueda tener el 

inmueble. 

  No obstante lo anterior, indicamos a usted la existencia de otras categorías de protección 

patrimonial, como los inmueble de conservación histórica (ICH), y las zonas (ZCH), que de conformidad a 

lo dispuesto en la ley General de Urbanismo y Construcción, son competencia de cada municipio, dentro 

del ámbito jurisdiccional de virtud de, sugerimos dirigir su consulta tanto a la I Municipalidad de 

Providencia como a la secretaria regional ministerial (SEREMI) de vivienda y urbanismo, organismos 

también se pronuncien al respecto, en vcso que el inmueble se encuentre protegido por la normativa 

señalada. 

Sin otro particular se despide atentamente 

Info-consejo de monumentos nacionales 

Consejo de Monumentos Nacionales. Servicio Nacional del patrimonio cultural 

Ministerio de la Cultura, las artes y el patrimonio. Gobierno de Chile.  

  Esta información es suficiente para sostener que la casona no ostentaba la calificación de 

monumento público, sin perjuicio del carácter patrimonial que pueda tener el inmueble, como un inmueble 

de conservación histórica, lo que es competencia de la municipalidad y de otras instituciones que 

menciona.  

  En este sentido resulta útil considerar su evidente valor histórico, circunstancia reconocida 

mediante la ficha incorporada por la querellantes según Circular DDU 240 Comuna de Providencia que da 

cuenta que se trata de un inmueble de conservación Histórica, documento reconocido por el arquitecto 

Juan Alberto Monzalvett.  

 VIGESIMOSEGUNDO: Que se rechaza de esta forma, el petitorio de absolución, planteado por la 

Defensa Penal, por cuanto se acreditaron fehacientemente las postulaciones fácticas de los acusadores, 

en los términos ya anotados, sin que la prueba presentara fisuras que permitan fundamentar una duda 

razonable. En efecto, no vislumbró esta Magistratura vulneración alguna de garantías constitucionales 

que permitan teñir de ilicitud la prueba presentada, ni éstas fueron por lo demás señaladas por la 

Defensa Penal; muy por el contrario, el actuar policial se enmarcó en los parámetros legales, ya que se 
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trató de un delito flagrante en el que la policía no sólo podía, sino que debía realizar las diligencias 

cuestionadas por la Defensa. 

  Así, sistematizando los reparos, primeramente, los que dicen relación con la ilicitud de la 

prueba de cargo aportada al juicio, por vulneración de garantías constitucionales, pese a que éstas no 

fueron singularizadas, el Tribunal procederá al análisis de fondo, sin perjuicio del defecto de forma 

señalado. 

  En ese orden de ideas, cabe indicar que dicha solicitud será desestimada tal como se adelantó en 

el veredicto, puesto que los elementos de cargo fueron aptos, legales e idóneos para formar en el 

Tribunal, la convicción condenatoria en los términos del artículo 340 del Código Procesal Penal, en 

tanto la detención de CARVAJAL GUTIÉRREZ, fue por haber cometido un delito flagrante, por lo que toda la 

actuación policial y las evidencias derivadas de aquél procedimiento, aparecen ajustadas a Derecho, ya 

que el delito flagrante de incendio, materia del presente juicio, resultó fehacientemente establecido, 

en términos de habilitar el actuar policial, conforme a los artículos 83 y 129 del Código Procesal 

Penal. 

  En efecto, en el caso sub lite, se trata de una actuación de la policía que se enmarca dentro de 

lo que se indica en el artículo 83: “Actuaciones de la policía sin orden previa. Corresponderá a los 

funcionarios de Carabineros de Chile y de las Policía de Investigaciones de Chile realizar las 

siguientes actuaciones, sin necesidad de recibir previamente instrucciones particulares de los fiscales: 

b) Practicar la detención en los casos de flagrancia, conforme a la ley. 

  El personal policial experto deberá recoger, identificar y conservar bajo sello los objetos, 

documentos o instrumentos de cualquier clase que parecieren haber servido a la comisión del hecho 

investigado, sus efectos o los que pudieren ser utilizados como medios de prueba, para ser remitidos a 

quien correspondiere, dejando constancia, en el registro que se levantare, de la individualización 

completa del o los funcionarios policiales que llevaren a cabo esta diligencia”. 

  En consonancia con lo anterior el artículo 129 del Código Procesal Penal establece en su inciso 

segundo: Detención en caso de flagrancia.  

  Los agentes policiales estarán obligados a detener a quienes sorprendieren in fraganti en la 

comisión de un delito. En el mismo acto, la policía podrá proceder al registro de las vestimentas, 

equipaje o vehículo de la persona detenida, debiendo cumplir con lo señalado en el inciso segundo del 

artículo 89 de este Código. 

  En relación con esto el artículo 130 del Código Procesal Penal define las situaciones de 

flagrancia señalando: Situación de flagrancia. Se entenderá que se encuentra en situación de flagrancia: 

a) El que actualmente se encontrare cometiendo un delito.  

  Ahora bien, se analizará a continuación la alegación de ilicitud de los elementos probatorios que 

fueron producidos en juicio (teoría conocida por todos como la doctrina de los frutos del árbol 

envenenado), invocada por la Defensa y que dice relación con la prueba de cargo destinada a acreditar el 

hecho y la participación del acusado, en el apartado fáctico de la imputación penal, que se manifestaron 

en la filmación del hecho flagrante que incrimina al encartado y todas las demás evidencias derivadas de 

ese procedimiento. 

  La valoración negativa de estos elementos probatorios, reproducidos durante el desarrollo de la 

audiencia y que ha pedido la Defensa, debiera fundarse en una consecuencia lógica, propia de la 

finalidad y directrices de toda prohibición general de valoración, toda vez que sólo de esa manera, se 

asegura que la dictación de una sentencia no se funde, de modo alguno, en vulneración de garantías 

fundamentales. Cualquier otra posición “Sólo permite eludir  con mayor o menor dificultad  la regla de 

exclusión y traicionar su fundamento” (Roxin Claus  Derecho Procesal Penal  Ediciones del Puerto  Bs. 

As., 2003, p. 193) 

 Cabe señalar también que de la propia naturaleza normativa del artículo 276 del Código de 

Procedimiento Penal, se colige que esta norma cumple en nuestro ordenamiento la función de una 

prohibición general de valoración de la prueba obtenida con infracción de garantías fundamentales, la 

que rige también, y de modo especial para el tribunal que, precisamente, está llamado a ponderar la 

prueba  “pudiendo quedar el imputado en claro estado de indefensión” (Hernández Héctor  La exclusión de 

la prueba ilícita en el nuevo proceso penal chileno, Colecciones Universidad Alberto Hurtado, año 2002, 

Nº 2, p.90). 

 En efecto, la prueba ilícita es definida en doctrina como la violación de garantías fundamentales 

ocurrida durante la etapa de instrucción con ocasión de la actividad de investigación llevada a cabo por 

los órganos de la persecución penal (límite ético a la actividad de persecución penal) Es decir, es 

aquella obtenida con inobservancia de garantías fundamentales. 

  En los casos de prueba ilícita se produce una tensión entre las necesidades de la persecución 

penal y la necesidad de asegurar el respeto de las libertades individuales; el sacrificio del primer 

valor en post del segundo supone una jerarquía de valores que sólo tiene cabida en el estado de Derecho 

de un régimen democrático. 

  En el caso en estudio, como se ha señalado latamente en considerandos precedentes, con el fin de 

acreditar tanto el hecho como la participación del acusado, se rindió en juicio la prueba testimonial 

consistente en las declaraciones de los funcionarios policiales, primero quien observó la comisión de un 

delito flagrante (Cabo Alarcón) y luego aquellos encargados de la detención Teniente Faúndez y Cabo 

Aburto; junto a la demás prueba de cargo derivada de estas primeras diligencias; y es en el marco de 

este delito flagrante cometido, que el funcionario Alarcón se encontraba habilitado para proceder 

conforme a las normas en estudio, indicando que en el presente caso, pudo observar al imputado cuando 

arrojó un líquido acelerante a la cortina del inmueble en cuestión, procediendo a activar la cámara de 

su teléfono celular, de manera que el citado agente policial, quien se encontraba de servicio, vistiendo 

obviamente de civil, en el contexto de graves desórdenes públicos, pudo obtener una filmación del delito 

en los momentos en que se estaba cometiendo, esto es, en circunstancia de flagrancia, y por tanto se 

encontraba no sólo facultado, sino obligado a tomar las evidencias del caso en cuestión. De manera que 

esta actuación primaria, en nada vulnera garantías fundamentales y por tanto no trae aparejada la 

ilicitud de la prueba obtenida en dicha diligencia, configurándose perfectamente el delito flagrante, 

entendiendo este término proveniente del latín “flagrans – flagrantis”; flagrar  “arder o resplandor 

como fuego”; algo que se presenta de alguna forma perceptible por cualquiera de los sentidos; es aquel 

que manifiesta su actualidad o su prolongación de forma ostensible físicamente por los sentidos; es 
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flagrante aquello que es evidente, que se asocia a un delito recién cometido sin recurrir a inferencias, 

deducciones o especiales análisis, menos aún a meras sospechas. 

  En la flagrancia lo que se percibe da cuenta con un alto grado de certeza, en forma inmediata y 

por sí solo de la existencia de un delito y la participación de una persona, existiendo una secuencia 

cronológica que aparece realizada como una sucesión de actos inmediatos por parte de la policía; los 

funcionarios policiales deben reaccionar eficazmente ante la comisión de un ilícito y tomar las medidas 

conducentes para establecerlo y asegurar a sus partícipes, máxime en este caso en que se dio una 

flagrancia concreta o material, entendida como la situación en que el delito está cometiéndose, 

revistiendo las características de coetáneo y ostensible, ya que se trataba de un delito manifiesto, 

patente. 

 Es así como el procedimiento policial en su conjunto y especialmente en lo referido a la 

actuación del Cabo Alarcón se enmarcaron dentro de las actividades autónomas de la policía, las que se 

verificaron con estricto apego a las normas que la regulan y no por mero arbitrio del agente policial, 

quedando cubierta por la legalidad. 

 En consecuencia, apreciado especialmente el relato del Cabo Alarcón, en los términos del artículo 

297 del Código Procesal Penal, es dable concluir que actuó frente a un delito flagrante, por tanto, 

estaba facultado para levantar evidencia frente dicha hipótesis; y en cuanto a no portar uniforme, no se 

entiende cómo aquello podría configurar una transgresión a alguna garantía fundamental, considerando que 

incluso un civil se encuentra facultado según el artículo     del Código Procesal Penal  para detener “a 

quien sorprendiere en delito flagrante”; más aún un policía que se encontraba de servicio sin vestir 

uniforme, por cuanto sus labores, resguardar el orden público, en el contexto de conmoción existente, 

hacían aconsejable tal manera de llevar a cabo su labor, sin que por ello detente el carácter de agente 

encubierto, cuya figura muy diversa está prevista en la investigación de ciertos y determinados delitos. 

  Los elementos derivados entonces de la filmación del delito y posterior detención del imputado, 

resultan ser idóneos, por lo que pueden ser valorados por el Tribunal como medios probatorios aptos, en 

orden a formar la convicción condenatoria en los términos solicitados por el Ministerio Público y las 

partes querellantes, licitud que se extiende a los restantes elementos incriminatorios presentados en el 

juicio. 

  Es así que en el presente caso se han respetado una serie de principios y garantías fundamentales 

que son fuente de inspiración y punto de partida no sólo de sistema procesal penal nacional, sino de 

todo nuestro ordenamiento jurídico. En efecto, el artículo 6º de la Constitución Política de la 

República, vincula a todos los órganos del Estado y a sus agentes de ejercicio como a toda persona, 

grupo o institución, siendo deber de dichos órganos -al tenor del segundo inciso del artículo 5º de la 

Carta Fundamental- respetarlos y promoverlos, entendiendo que tales derechos limitan la soberanía y 

están constituidos por los enunciados normativos contenidos en la Constitución y en los tratados de 

derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentran vigentes. 

 Por otro lado, el sistema adversarial imperante en nuestro país a partir de la dictación de la 

reforma procesal penal, consagró de una manera manifiesta, una serie de garantías individuales ante la 

persecución penal dentro de las que se encuentra, como garantía general del procedimiento, el derecho 

del imputado a que se le presuma inocente y ser tratado como tal durante todas las actuaciones del 

procedimiento -artículos 4º del Código Procesal Penal, 9º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos y 7º de la Convención Americana de Derechos Humanos.  

 Todas las normas citadas dan cuenta que el actuar del órgano jurisdiccional, cualquiera sea la 

materia y de manera especial en el juzgamiento criminal, encuentra su límite y legitimidad en el respeto 

de los derechos garantizados por la Constitución Política de la República, los tratados internacionales 

y el propio Código Procesal Penal. 

 Así la Carta Fundamental y el ordenamiento procesal penal exige que toda sentencia condenatoria 

se funde en una convicción, más allá de toda duda razonable, como requiere el artículo 340 del Código 

Procesal Penal, adquirida en base a la prueba producida e incorporada en conformidad a la ley, o sea, 

con estricto respeto a las garantías individuales que asegura nuestro ordenamiento jurídico a toda 

persona, de tal manera que el Tribunal del juicio, en este caso el Tribunal Oral en lo Penal, debe sólo 

fundar su sentencia en prueba válidamente obtenida, ya que sólo así se respeta el criterio de integridad 

judicial, el cual supone la necesidad de asegurar que las decisiones judiciales en materia penal no se 

basen en medios ilícitos, que es uno de los fundamentos de la ineficacia probatoria de la prueba 

ilícita, en otras palabras, en la persecución penal, el fin no justifica los medios sino que éste 

reconoce como límite las garantías individuales y los derechos fundamentales, o como sostiene al 

respecto Julián López M. en su libro Derecho Procesal Penal Chileno  tomo II  pág.      “Como se 

observa, la razón que justifica la ineficacia de la prueba, bajo este criterio, es la necesidad de que, 

en la persecución de un fin estatal, el Estado emplee medios lícitos, preservándose así la integridad 

judicial”; sostener lo contrario implicaría obligar al juzgador a valorar y sentenciar en base a una 

prueba que, a sabiendas, se generó con infracción de garantías constitucionales, lo que carece de razón 

y repugna al más mínimo sentido de justicia. 

 Así las cosas, se colige que no existió en este caso la vulneración denunciada, habiéndose 

respetado la garantía fundamental relativa al debido proceso contemplada en el inciso 5° del número 3° 

del artículo     en cuanto señala que “La Constitución asegura a todas las personas    °…Toda sentencia 

de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado. 

Corresponderá al legislador establecer siempre las garantías de un procedimiento y una investigación 

racionales y justos”  como también la presunción de inocencia consagrada en el artículo  ° del Código 

Procesal Penal, ya que ambas imponen a los órganos encargados de la persecución penal realizar su 

actividad, en particular la relativa a actividades de investigación y prueba, con pleno respeto a las 

normas constitucionales y legales, con pleno respeto a las normas constitucionales y legales, amén de lo 

ordenado en los artículos 6°, 7° y 8° de la Constitución Política de la República, ya citados.  

 Por tanto, como corolario de todo lo anterior, se tiene que en el caso sub lite la filmación, 

detención e incautación de evidencias, de las cuales nace la presente investigación en contra del 

acusado, permiten servir de base a la imputación sostenida en el libelo acusatorio, por lo que se 

condenará a Carvajal Gutiérrez, de conformidad al análisis de dichos medios probatorios.  

  Ahora bien, en lo que dice relación con la supuesta contaminación de la evidencia consistente en 

la mochila que portaba Carvajal Gutiérrez el día de la detención, NUE 4194176, ya que faltaría el lleno 

de una celdilla en el lugar que se indica como lugar exacto de incautación y también en cuanto a que 
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aquél objeto fue llevado primeramente a la 3° Comisaría y luego a la 33 Comisaría; cabe indicar 

primeramente que la Defensa no ha negado que dicho accesorio pertenezca al imputado y que por tanto no 

fuera incautado en los momentos en que se produjo la detención por delito flagrante de CARVAJAL 

GUTIÉRREZ, en un procedimiento ajustado a la legalidad, según se indicara supra; así las cosas, queda 

por despejar en qué afecta o qué perjuicio supone la falta de lleno de la celdilla del formulario 

correspondiente a la NUE, si no se ha cuestionado su procedencia; se concluye, entonces, que si bien 

pudo existir una falta administrativa, ello en nada resta el valor probatorio a la evidencia, ya que 

ésta fue entregada al perito Héctor Casanova que tomó las muestras y las entregó a la perito Marcela 

Guerrero, arrojando el resultado expuesto; pero aun prescindiendo de esta prueba, el Tribunal llegaría a 

iguales conclusiones porque este no constituyó sino un indicio adicional que confirmó la participación 

de Carvajal Gutiérrez en el delito, pero en ningún caso el único ni el más definitivo, por lo que no 

tiene el valor absolutorio que la Defensa pretende. 

  Que en tales condiciones, el proceso en su etapa investigativa, que va de la recolección de 

evidencia hasta la entrega de los resultados de su análisis no merece reparo alguno, pues quedó 

acreditado que en la cadena de custodia se observaron los resguardos prescritos y que dan cuenta de su 

licitud, a partir de su levantamiento que realizó la policía en el sitio del suceso hasta la entrega 

para su análisis posterior, y si bien puede existir la omisión anotada por la Defensa en orden a la 

falta de lleno de la celdilla correspondiente al sitio exacto de incautación, quedó claro con los 

testimonios de los aprehensores Faúndez y Aburto, que la mochila fue incautada al imputado al momento de 

su detención, que correspondió a la vía pública, más concretamente en Alameda Libertador Bernardo 

O’Higgins  como se pudo apreciar en las imágenes captadas por la aeronave no tripulada  punto que a la 

luz de las pruebas aportadas parecer ser pacífico, según se observa en el tantas veces reiterado video 

N°5, en que se ve al sujeto que porta una mochila negra, misma que aparece en el video N°4, que aporta 

imágenes del momento exacto de su detención. 

  En conclusión y tal como ha señalado la Excma. Corte Suprema en Rol N° Rol N° 33.739-16, en 

sentencia de fecha veinte de julio de dos mil dieciséis: 

  “…y si bien la falta inicial de identificación del NUE puede constituir una omisión 

administrativa, ésta por si sola carece de aptitud para determinar la nulidad de la actuación y 

consecuentemente la del juicio, como pretende el recurrente, pues la cadena de custodia puede 

acreditarse en el pleito por otros medios y no exclusivamente a través del NUE, como sucedió en la 

especie, quedando demostrado que el mandato contenido en el artículo 83 del Código Procesal Penal fue 

debidamente acatado. 

 Séptimo: Que, en todo caso, de ningún derecho ha sido privada la defensa con ocasión de los 

hechos y actuaciones que impugna, pues en cada instancia procesal fue oída acerca de estas 

circunstancias.  

  Octavo: Que, en todo caso, la infracción al debido proceso no se consuma por la mera desatención 

a la normativa interna que pueda existir entre el Ministerio Público y las policías, en este caso, el 

Manual de Primeras Diligencias, pues ello importaría darle un inmerecido carácter de garantía 

constitucional a todo trámite, actuación y formalidad, incluso ajenos a la ley adjetiva, cualquiera sea 

su relevancia o la finalidad que con ella se persiga. La infracción que se reclame, para importar un 

agravio a la garantía del debido proceso y, específicamente en este caso, al derecho a una investigación 

racional y justa, debe ser sustancial, trascendente, de gravedad, de tal modo que el defecto sea, en 

definitiva, insalvable frente al derecho constitucional del debido proceso, nada de lo cual sucede en la 

situación que se analiza. 

En tales condiciones la causal invocada de manera principal debe ser desestimada”. 

  VIGESIMOTERCERO: Que en relación a la supuesta infracción al principio de congruencia, el 

artículo     del Código Procesal Penal  señala  “Contenido de la acusación. La acusación deberá contener 

en forma clara y precisa: b) La relación circunstanciada de él o los hechos atribuidos y de su 

calificación jurídica; 

  De esta forma, se deja de manifiesto que la acusación lo que exigirá de un modo imperativo, será 

que se señale “el hecho” presuntamente constitutivo de delito  el cual pasará a constituirse en el 

objeto del proceso penal. 

  El principio acusatorio exige además de lo expuesto con antelación, la existencia de la acusación 

misma y de su notificación, como asimismo de la congruencia o correlación entre su contenido y el de la 

sentencia. Es decir  impide que la persona pueda ser condenada por un “hecho” diferente al que ha sido 

individualizado y objeto de la acusación. 

  Además  este principio requiere según Vásquez Sotelo  en su libro “El principio acusatorio y su 

reflejo en el sistema procesal penal español”  

a) “Uno o varios acusadores que reclamen el juicio y la actividad jurisdiccional; 

b) Uno o varios acusados concretos y determinados frente o contra los cuales la actividad procesal o 

el juicio se pida; 

c) Unos hechos concretos respecto de los cuales el juicio se pide y dentro de los que ha de 

mantenerse el Tribunal al ejercer sus poderes y deberes jurisdiccionales, ya que si extiende su acción 

fuera de tales hechos vendría a proceder de oficio; 

d) Un tribunal de juicio distinto del que investigó los hechos y pronunció con anterioridad el 

“juicio de acusación”  a fin de que se acerque a los hechos y al acusado con la exquisita imparcialidad 

que el principio acusatorio se propone salvaguardar”. 

  En efecto, respecto del tema que nos interesa, cabe poner acento en la letra c), vale decir, que 

la acusación circunscribe los hechos que se introducen al proceso, de manera de limitar absolutamente el 

contenido de la sentencia, que no puede referirse a supuestos fácticos distintos de los que han sido 

materia de la acusación. Se habla entonces de la exigencia de una congruencia plena entre la acusación y 

la sentencia como principal exigencia del “principio acusatorio”  circunstancia que constituye una 

garantía constitucional del proceso penal. 

  De esta forma, la exigencia legal de congruencia constituye un reflejo del derecho de defensa en 

cuanto se requiere que la imputación sea precisa y determinada. El tribunal debe cautelar la identidad 

del objeto del proceso, tanto material (mismos hechos y circunstancias) como personal (mismos acusados) 

con el fin de que se permita ejercer, de una manera cabal, completa y libre de toda sorpresa, la defensa 

del acusado de los cargos previamente sabidos.  
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  En este orden de ideas, es dable concluir que para que el imputado pueda defenderse y ser 

defendido adecuadamente, resulta indispensable saber exactamente cuáles son los hechos que se le 

atribuyen. La ley procesal protege durante todo el procedimiento esta garantía de información, por 

ejemplo, en los artículos 93 inciso segundo letra a), 94 letra a), 135, 229, 194 inciso 1°, 259 letra b) 

e inciso final y 374 letra f) del Código Procesal Penal. En efecto, el artículo 341 del Código Procesal 

Penal impide condenar por hechos o circunstancias no contenidos en la acusación. Por su parte en los 

artículos 8 número 2 del Pacto de San José de Costa Rica, 14 N° 3 de Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos y 8, inciso primero del Código indicado precedentemente, requieren, necesariamente, 

que el acusado conozca, con antelación los hechos que se le imputan para estar en condiciones de poder 

desvirtuarlos en la audiencia del juicio oral. 

  La correcta interpretación del alcance del artículo 341 del Código Procesal Penal implica que el 

factum contenido en la acusación fiscal sea trasladado, sin alteración de sus aspectos esenciales a la 

sentencia, de modo que ningún hecho o acontecimiento que no haya sido delimitado por la acusación como 

objeto para el ejercicio de la pretensión punitiva podrá ser utilizado para ser subsumido como elemento 

constitutivo de la responsabilidad penal. En este sentido, el tribunal no podrá incluir en la relación 

de los hechos que da por probados, elementos fácticos que sustancialmente varíen la acusación, ni 

realizar, consecuentemente, la subsunción con ellos o mutar la esencia de lo que fue objeto de 

controversia en el debate procesal. 

  La institución del hecho diverso que se pretende evitar a través de la exigencia de la 

congruencia se funda en la necesidad del resguardo del derecho de defensa, en particular en cuanto 

implica la posibilidad de contradecir la atribución de la totalidad de los hechos delictivos y de sus 

circunstancias con valor penal que, en su conjunto, constituyen el objeto del juicio. 

  Con lo dicho, se concluye que no se ha conculcado en este caso el principio de congruencia, que 

la Defensa ha pretendido vulnerado, porque según sus alegaciones se habrían hecho calificaciones 

jurídicas distintas de los hechos por el Ministerio Público y la acusadora particular, Universidad Pedro 

de Valdivia, cuestión que se encuentra alejado de la conceptualización del principio en estudio, 

olvidando incluso la Defensa que el artículo 341 del Código Procesal Penal permite al Tribunal dar al 

hecho una calificación jurídica distinta de aquella contenida en la acusación o apreciar la concurrencia 

de causales modificatorias agravantes de la responsabilidad no incluidas en ella, siempre que hubiere 

advertido a los intervinientes durante la audiencia. 

  Así las cosas, no se observa la vulneración denunciada, por cuanto dicho principio se encuentra 

íntimamente ligado con el ejercicio al derecho de defensa, en este sentido, el sustrato fáctico no ha 

sido excedido, ya que las particularidades del hecho que se dio por acreditado corresponden a las de la 

acusación fiscal sin impedir un acabado ejercicio del derecho a defensa. 

  En la jurisprudencia española el Tribunal Constitucional como el Tribunal Supremo, se ha acuñado 

el concepto de “homogeneidad” para referirse a la conjugación de la exigencia de una identidad formal y 

material, que en este caso se configura a través del bien jurídico lesionado. 

  Así lo ha declarado el Tribunal Constitucional español: “No hay indefensión si el condenado tuvo 

ocasión de defenderse de todos y cada uno de los elementos de hecho que componen el tipo de delito 

señalado en la sentencia, siendo inocuo el cambio de calificación si existe homogeneidad entendida como 

identidad del bien o interés protegido en cuando haya una porción del acaecer concreto o histórico común 

en la calificación de la acusación y la sentencia.” 

  Más aún, si se analiza la ratio del principio, para entender que el mismo no se ha infringido, 

como dice el profesor Julio Maier (Derecho Procesal Penal, Tomo I, página 336): “La base de la 

interpretación está constituida por la relación del principio con la máxima de inviolabilidad de la 

defensa. Todo aquello que, en la sentencia, signifique una sorpresa para quien se defiende, en el 

sentido de un dato, con trascendencia en ella, sobre el cual el imputado y su defensor no pudieron 

expedir, cuestionarlo y enfrentarlo probatoriamente, lesiona el principio estudiado”; cuestión que 

claramente no aconteció en este juicio. 

  VIGESIMOCUARTO: Que en relación a la prueba de la parte querellante Universidad Pedro de 

Valdivia, consistente en Informe de prensa elaborado por la periodista Carolina Villar Campbell, dicho 

insumo será desestimado como elemento de cargo, puesto que nada aporta a lo ya concluido, más allá de 

consistir en una mera recolección de noticias, cuyo origen y autenticidad no fueron acreditados.  

 VIGESIMOQUINTO: Que, en la oportunidad dispuesta en el artículo 343 del Código Procesal Penal y 

después de pronunciado el veredicto de condena, el Tribunal abrió debate a fin de que los intervinientes 

discutieran circunstancias modificatorias de responsabilidad penal, ajenas al hecho punible y otros 

factores relevantes para la determinación y cumplimiento de la pena. 

  El Ministerio Público conforme se señalaba en la acusación que se contiene en el auto de 

apertura, reconoce la irreprochable conducta anterior, en atención a que el extracto de filiación y 

antecedentes del acusado se encuentra libre de anotaciones prontuariales pretéritas; en atención a la 

agravante recogida en el veredicto, la Fiscalía conforme al artículo 65 y siguientes del Código Penal 

solicita se imponga al condenado una pena de 5 años de presidio menor en su grado máximo, con las 

accesorias legales respectivas.  

 La parte Querellante, Ministerior del Interior y Seguridad Pública, se adhirió a la petición del 

Ministerio Público y pidió que el cumplimiento sea efectivo, alegó que la ley 18.216 otorga la 

posibilidad de una pena sustitutiva, pero para eso habrá que acreditar la existencia de los elementos 

subjetivos que establece la ley, es resorte del tribunal decretarlo, pero conforme a las disposiciones 

de la propia ley acá el Estado a través de los tribunales de justicia ha determinado la culpabilidada, 

no hemos visto ningún arrepentimiento, colaboración, sí hemos visto hoy un daño que se ha hecho a un sin 

número de personas, por tanto, no existen antecedentes que hagan presumir que una pena sustitutiva 

disuadirá al imputado de cometer nuevos delitos; por lo anterior, pide que el cumplimiento sea efectivo. 

 La parte Querellante Universidad Pedro de Valdivia, pidió al tribunal la pena en el máximo del 

marco legal, adhiere a la petición del Ministerio Público, el máximo del marco penal es la pena de 5 

años, considerando especialmente la compensación racional que establece el artículo 68 del Código Penal 

habiéndose acogido la agravante y con la atenuante de irreprochable conducta anterior; la extensión del 

mal cree que hemos visto que se destruyó una sede universitaria, más de 500 alumnos quedaron sin sede, 

se destruyó el mobiliario, eso justifica la imposición de la pena, considerando este último criterio; en 

relación a la forma de cumplimento, recoge el planteamiento del Ministerio del interior porque el 
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imputado es una persona que a pesar de tener una familia, haber terminado el colegio, haber recibido 

educación, no tiene antecedentes penales anteriores, cargó combustible y salió a quemar, esto el 

tribunal debe considerarlo en la forma de cumplimiento, porque la ley 18.216, en el artículo 15 bis que 

establece requisitos para la concesión de una pena sustitutiva, exige que los antecedentes sociales y 

las características de personalidad permitan concluir que esta intervención será eficaz; cree que se 

trata de una persona con todo el apoyo social y tomó una decisión, salio a quemar ese día, es un grave 

atentato, es confundir la manifestación de ideas con la de destrucción, la de quemar la propiedad ajena, 

es una conducta de especial gravedad, por eso el legislador establece este marco, el imputado no ha 

tenido ninguna expresión de reconocimiento del daño, por eso pide que el tribunal sea estricto para la 

concesión de este beneficio, por lo que pide que considerando que hasta ahora no se justifica la 

concesion por la gravedad y su resultado, la pena sea efectiva. 

  La defensa va a solicitar, no obstante, que hay jurisprudencia zigzagueante pide que la atenuante 

del artículo 11 N°6 sea considerada como muy calificada, porque ni en el extracto de filiación, ni en el 

sistema saf el acusado registra causas pendientes; también el OS9 investigó a su padre no tiene 

antecedentes penales, así las cosas, solicita que se aplique el artículo 68 bis, la pena de 3 años y un 

día en modalidad de libertad vigilada intensiva; con respecto a ello acompaña un informe socio económico 

de Eduardo Fuentes Morales, perito que hizo el informe social, en que señala características de su 

representado, el instrumento indica que mantiene residecia con su familia de origen, antecedentes de 

ingresos, la madre de 57 años se desempeña como micro empresaria; la vivienda de herencia material 

mixto; en cuanto al ámbito educativo, el acusado se encuentra cursando 3° y 4° medio, lo que implica 

continuidad escolar. 

 De acuerdo a la investigación realizada, la relación familiar, la familia de origen es un apoyo 

permanente, tiene red de apoyo, es un agente de contención a su estilo de vida funcional con presencia 

de trabajo lícito, por lo que cabe recomendar que en función de lo expresado diera lugar a la libertad 

vigilada intensiva; además un certificado médico en que se indica que el acusado tiene un trastorno 

auditivo con crisis de pánico, firmado por René Panoso que da aconocer su enfermedad de base asma 

bronquial crónica. 

 Datos de calificaciones del año 2017, 2016 2019 certificado de alumno regular, certificado anual 

de estudios año 2018 promedio 6,1; para argumentar que se aplique una pena sustitutiva de libertad 

vigilada intensiva. 

 La fiscalía indicó que la defensa ha entregado un informe social, certificado médico y de 

estudio; la pregunta es si con estos antecedentes se logra satisfacer el estándar que impone el artículo 

15 bis en relación al N°2 del artículo 15, lo cierto es que pareciera ser que esto es más estricto, los 

antecedentes sociales y características de personalidad, la naturaleza y modalidades y móviles 

determinantes permitieren concluir que la pena sustitutiva es acorde, la pregunta es si se satisfacen en 

forma íntegra los presupuestos del numeral dos, no es posible concluir en tal sentido, no sabemos las 

características de personalidad, las modalidades y móviles determinantes en la comisión de este hecho 

está bien si ha hecho uso del derecho a guardar silencio, pero si no sabemos los móviles y 

características de personalidad el imputado no estamos en condiciones a abrirnos a esa posibilidad, no 

se cumple el estándar fijado por la norma, así las cosas debe oponerse, si con esos antecedentes se 

pretende que sean suficientes para la concesión de la pena sustitutiva. 

 Ministerio del interior, la concesión de pena sustitutiva ha sido debatido en ocasiones por esta 

parte, cita rol N°5326 año 2018 en virtud de estos antecedentes ha negado la pena sustitutiva. 

 Universidad Pedro de Valdivia, los antecedentes son insuficientes para dar por acreditados los 

resquisitos que establece el legsilador para la libertad vigilada intensiva, no conocemos los 

antecedentes personales del imputado para entender que de recibir el beneficio va a resocializarse el 

silencio del imputadpo confirma y asevera que está orgulloso de lo que hizo, no hay muestra de 

arrepentimiento, estas personas ponen en riesgo la democracia, confunden la manifestación de una idea 

con la destrucción, creen que el fin justifica los medios, este joven, su conducta debió ser demostrada 

estamos ante una persona que tiene la legítima duda de que este joven si sale en libertad puede repetir 

la conducta que nos ha tenido en el juicio, los antecedentes de la defensa permiten concluir que recibió 

instrucción y sin embargo, toma el fuego para manifestar su idea, eso es peligroso y justifica que la 

pena sea cumplida de manera efectiva, por tanto, pide que la pena sea cumplida de manera efectiva. 

 La Defensa entiende que los discursos políticos levantados por el representante del gobierno de 

Chile se comprende pero lo que hace la Fiscalía lo peligroso es que el sistema penal se activa de manera 

distinta hacia el pueblo de una forma y hacia los ricos de otra, cuando no se respetan los derechos 

esenciales claro, la fiscalía, se ha dictado una resolución equivocada, hay razones políticas y piden 

cumplimiento efectivo por el derecho penal de autor, eso es contrario al estado democrático de derecho, 

eso pone en peligro la ya alicaída democracia, en el plano normativo, el derecho ha sido entendido como 

algo más complejo que las normas, se ha invitado de hacer un ejercicio matemático, pero el derecho es 

más que esos cuerpos normativos, el artículo 15 y 15 bis establecen parámetros generales no juzgamientos 

de carácter político; el Ministerio Público dio el quantum cualquier persona en Chile sin razones 

políticas puede acceder al cumplimiento alternativo pero que este chico sería peligroso carece de 

fundamento no más antecedentes que el prejuicio del Ministerio Público y los querellantes por la 

criminalización de la disidencia, el discruso político levantado por los acusadores es improcedente. 

 Pide abtraerse de cualquier presión política en lo que dice relación con el cumplimiento de la 

condena. 

 VIGESIMOSEXTO: Que, el Tribunal dará por establecida, la atenuante contemplada en el número   del 

artículo    del Código Penal, esto es, la irreprochable conducta anterior del encartado, punto que no 

fue objeto de controversia por parte de ninguno de los intervinientes, por lo que se estima 

suficientemente acreditada, pese a no haberse incorporado el respectivo extracto de filiación y 

antecedentes. 

  Sin embargo, será rechazada la solicitud de tener tal circunstancia como muy calificada en los 

términos del artículo 68 Bis del Código Penal, puesto que no existen elementos que permitan llegar a la 

conclusión de que la conducta de CARVAJAL GUTIÉRRREZ es especialmente sobresaliente o que haya 

demostrado un cumplimiento destacado de sus deberes sociales, jurídicos y morales que lo distingan del 

resto, a fin de otorgar a dicha atenuante la ponderación solicitada. 
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VIGESIMOSÉPTIMO: Que en cuanto a la determinación de la sanción, el artículo 4   N°2 del Código 

Penal establece, para el delito consumado de incendio, la pena de presidio mayor en cualquiera de sus 

grados; y dado que en la especie se tuvo por acreditado un delito frustrado, en atención a lo ordenado 

en el artículo 51, del mismo cuerpo de leyes, se impondrá la pena inmediatamente inferior en grado a la 

señalada por la ley, quedando el marco penal establecido en el presidio menor en su grado máximo; 

considerando ahora que favorece al encartado una atenuante de responsabilidad criminal y lo perjudica 

una agravante, se procederá a la compensación racional de las mismas, por tener similar valor, 

imponiéndose el quantum de la pena en el mínimo, en atención a lo dispuesto en el artículo 69, ya que el 

daño efectivamente ocasionado con el injusto, estuvo circunscrito a una parte determinada del inmueble. 

  Que en cuanto a la sustitución de la pena privativa de libertad, conforme lo dispuesto en el 

artículo 15 Bis de la Ley N°18.216, estimando el Tribunal que la información contenida en el informe 

evacuado por el Centro de Reinserción Social de Gendarmería de Chile, es contundente y cumple a 

cabalidad el requisito contenido en el N°2 del artículo 15 de la Ley N°18.216, se procederá en ese 

sentido, considerando especialmente que según lo evaluado por este organismo técnico, los antecedentes 

psicosociales del imputado, permiten estimar que la libertad vigilada intensiva sería eficaz debido a 

que posee factores que facilitarían una adecuada inserción a este sistema, tales como capacidad de 

enjuiciamiento, legitimación de la autoridad representada por la figura de un delegado de libertad 

vigilada, apertura al cambio y a la crítica, adecuada disposición a la autoridad; además, al finalizar 

la evaluación logra hacer un análisis de las consecuencias de acciones que se le imputan, percibe el 

daño a víctimas, a su persona y a terceros, manteniendo por otro lado una red familiar de contención con 

elementos que facilitan un adecuado control socionormativo, indicando de acuerdo a la información 

recabada, que existe un bajo riesgo de reincidencia; todo lo cual permite concluir que la pena 

sustitutiva decretada lo disuadirá de cometer nuevos delitos, por lo que resulta adecuada e idónea en la 

consecución de dicho fin. 

 Que se decreta el comiso de la mochila contenida en la NUE 4194176, conforme a lo dispuesto en 

el artículo 31 del Código Penal.   

 VIGESIMOCTAVO: Que este Tribunal eximirá al condenado del pago de las costas de la causa, 

considerando que se encuentra privado de libertad, desde el día de los hechos, por lo que se presume su 

condición de pobreza. 

 Y habiendo tenido motivo plausible para litigar, cada una de las partes pagará sus costas.  

Por estas consideraciones y visto, además, lo dispuesto en los artículos 1,        11 N° , 12 

N°10, 15 N°1, 25, 2 ,                  76 N°2, del Código Penal; 45, 47, 295, 297, 325 y siguientes, 

                             y 468 del Código Procesal Penal; artículos 15, 15 bis y demás pertinentes 

de la Ley N°18.216 con las modificaciones de la Ley N°20.603, se declara: 

I.- Que, por unanimidad, se CONDENA a ALEJANDRO SAMUEL CARVAJAL GUTIÉRREZ, ya individualizado, a 

la pena de TRES AÑOS Y UN DÍA DE PRESIDIO MENOR EN SU GRADO MÁXIMO, accesorias de inhabilitación 

absoluta perpetua para derechos políticos y la de inhabilitación absoluta para cargos y oficios públicos 

durante el tiempo de la condena, como autor de un delito frustrado de incendio, previsto en el artículo 

476 N°2 del Código Penal, perpetrado el día   de noviembre de 201 , en la comuna de Providencia.  

  Desetimándose, de este modo, la acusación particular presentada por la querellante Universidad 

Pedro de Valdivia, que instó por las figuras de incendio previstas en los artículo 475 N°1 Y 2° del 

Código Penal.  

 II.- Que reuniéndose en la especie los requisitos del artículo 15 bis de la Ley N°18.216, se 

sustituye al sentenciado el cumplimiento de la pena privativa de libertad impuesta, por la LIBERTAD 

VIGILADA INTENSIVA fijándose un plazo de intervención de tres años y un día, debiendo presentarse el 

condenado al Centro de Reinserción Social de Gendarmería de Chile que corresponda, de acuerdo con el 

domicilio fijado por éste, debiendo, además, cumplir durante el período de control, con el plan de 

intervención individual que se apruebe en su momento y con las condiciones legales de las letras a), b) 

y c) del artículo 17 de la citada ley, esto es, residencia en un lugar determinado, que fue señalado por 

el encartado en el juicio como el correspondiente a calle Esperanza N°555, casa 11, comuna de Santiago; 

sujeción a la vigilancia y orientación permanentes del delegado que para dicho fin sea determinado; y 

ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio, bajo las modalidades que se 

determinen en el plan de intervención individual. 

 Asimismo, se impone al sentenciado la prohibición de acercarse al inmueble ubicado en calle 

Vicuña Mackenna N°44, comuna de Providencia, por el término de tres años y un día. 

  El condenado deberá presentarse al Centro de Reinserción Social de Gendarmería de Chile que 

corresponda, dentro del plazo de cinco días, contados desde que estuviere firme y ejecutoriada esta 

sentencia, bajo apercibimiento de despacharse orden de detención en su contra. 

 Si la pena sustitutiva impuesta fuese revocada o quebrantada el sentenciado cumplirá íntegra y 

efectivamente la pena privativa de libertad impuesta o, en su caso, se dispondrá la intensificación de 

las condiciones decretadas. 

  En estos casos, se someterá al condenado al cumplimiento del saldo de la pena inicial, abonándose 

a su favor el tiempo de ejecución de dicha pena sustitutiva y los días que permaneció privado de 

libertad con motivo de esta causa, desde el día 8 de noviembre del año en curso, totalizando a la fecha 

trescientos veinte días(320) según certificado agregado a estos antecedentes. 

  Comuníquese a Gendarmería de Chile dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes desde que la 

sentencia se encuentre firme y ejecutoriada la imposición de la pena sustitutiva, para los efectos de 

proceder a elaborar el plan de intervención individual, debiendo procederse a la fijación de una 

audiencia, ejecutoriada la sentencia, para la aprobación de aquél, audiencia que no podrá exceder del 

plazo 45 días. 

  Acordada la sustitución de la pena privativa de libertad, con el voto en contra de la Magistrado 

Sra. Costa, quien atendiendo, especialmente, a la modalidad, móvil determinante del delito y la gravedad 

ínsita que este tipo penal conlleva para el resto de las personas, fue de opinión de no conceder esta 

pena sutitutiva, determinándose el cumplimiento de la sanción privativa de libertad, de manera efectiva. 

 III.- Que se exime al sentenciado del pago de las costas de la causa, de conformidad a lo 

expuesto en el cuerpo de este fallo.  

  Y habiendo tenido motivo plausible para litigar, cada una de las partes pagará sus costas.  

 IV.- Que se decreta el comiso de la mochila contenida en la NUE 4194176, conforme a lo dispuesto 

en el artículo 31 del Código Penal.  
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  V.- Que al haberse sustituido la pena privativa de libertad impuesta al sentenciado, la medida 

cautelar de prisión preventiva a la que se encuentra sometido, ha perdido su sustento, careciendo por 

tanto de sentido su prolongación, por lo que, procediendo de oficio y de conformidad a lo dispuesto en 

el artículo 152 inciso primero del Código Procesal Penal, este Tribunal ordena dejarla sin efecto, 

dándose orden inmediata de libertad a CARVAJAL GUTIÉRREZ, siempre que no se encontrare privado de ella 

por otra causa o tuviere otras órdenes de detención pendientes, por lo que la presente sólo es en 

relación a la presente causa. Ofíciese. 

  Ejecutoriada la presente sentencia dese cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 468 del Código 

Procesal Penal,debiendo oficiarse a los organismos pertinentes, remitiéndose, en su oportunidad, los 

antecedentes necesarios al Juzgado de Garantía correspondiente, para el cumplimiento y ejecución de la 

pena. 

  Devuélvase la prueba incorporada por los intervinientes. 

 Regístrese y hecho archívese. 

 Redactada la sentencia y el voto en contra, por la magistrado Sra. Rossana Costa Barraza. 

  ROL ÚNICO 19012091  -   

  ROL INTERNO 80 –      

 Pronunciada por el Tercer Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Santiago, integrado por los 

magistrados titulares, doña Blanca Rojas Arancibia, Juez Presidente de Sala; don Carlos Escobar Salazar, 

Juez Integrante y doña Rossana Costa Barraza, Juez Redactor. Se deja constancia que no firma la presente 

sentencia la Magistrado doña Blanca Rojas Arancibia, pese a haber concurrido al acuerdo, por encontrarse 

en comisión de servicios. 

 


